PROMUEVEN ACCION DE AMPARO. SOLICITAN MEDIDA CAUTELAR.

Señor Juez:



JORGE LUIS OLGUIN, en mi carácter de Presidente de “A.DE.U.CO.” ASOCIACION DE DEFENSA DE USUARIOS Y CONSUMIDORES, con domicilio real en calle San Martín 840, Ciudad de San Luis,  y NESTOR CARLOS LITTER, letrado, en mi carácter de apoderado de DE.U.CO. “DEFENSA DE USUARIOS Y CONSUMIDORES ASOCIACIÓN CIVIL”, según acredito con los instrumentos adjuntos, con domicilio real en Avenida Rivadavia 2031, 2 piso Of.”3”, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y ambos constituyendo domicilio procesal junto al letrado que nos patrocina, Dr. Alberto Osvaldo Gimenez, T 65 F 988, en calle Avenida España 1051, Ciudad de San Luis, a V.S. nos presentamos y respetuosamente decimos:


I.



PERSONERÍA Y LEGITIMACIÓN ACTIVA.



Con las copias certificadas de Disposición 385/01 de la Dirección Nacional de Comercio Interior, Acta Constitutiva, Estatuto y Resolución Nro.00360 de la Inspección General de Justicia, DE.U.CO. ASOCIACION CIVIL DE DEFENSA DEL CONSUMIDOR acredita suficiente personería para actuar en estos obrados y la Asociación que represento se halla legitimada activamente para promover esta acción, en los términos y alcances previstos en los artículos 52, 55 y concordantes de la ley 24.240.



Asimismo, A.DE.U.CO. ASOCIACION DE DEFENSA DE USUARIOS Y CONSUMIDORES, se encuentra legitimada para promover esta acción  de acuerdo a los siguientes instrumentos: Personería Jurídica Nro.51/99 del 25 de Marzo de 1999, inscripta ante la autoridad de aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor Nro.24.240 y adhesión por Ley Provincial Nro.5163, quién autoriza a A.DE.U.CO. mediante Resolución Nro.40 DPT y C Nro.99 del 15/9/99.



Todo lo expuesto se acredita mediante la certificación de piezas documentales adjuntas.



II.



OBJETO.


Por intermedio de la presente venimos a promover formal acción de amparo –  Ley Nacional 16.986 – contra la COMISION NACIONAL DE COMUNICACIONES, con domicilio en Perú 103, Ciudad de Buenos Aires, y  Delegación Regional Provincia de San Luis del citado ente,  con domicilio en Avenida Arturo Illia 64, y contra la prestataria “TELEFONICA DE ARGENTINA S.A.”, con domicilio en Colón 951, ambos de esta Ciudad.



Fundamentamos este petitorio en el incumplimiento reiterado en el tiempo de la Resolución Nro.10.059/99, Secretaría de Comunicaciones de la Nación, Boletín Oficial 29143, del 10/5/99 por parte de la empresa demandada y, en cuanto a la Comisión Nacional de Comunicaciones, la Resolución Nro.858/94 y Nro.1763/99 de la antigua Comisión Nacional de Telecomunicaciones, todo ello, a tenor de las siguientes consideraciones de hecho y de derecho que pasaremos a exponer.


III.



HECHOS.

1) La conducta cuestionada es la referida a los sucesivos actos administrativos emitidos por la empresa “Telefónica de Argentina S.A.”, Sucursal San Luis, pero que provienen de la decisión empresarial a nivel global de reducir costos, de eliminar el área de atención personalizada al público usuario que pretende formular reclamos por incumplimientos, irregularidades o averías en el servicio básico telefónico;

2) Que la misma consiste en denegar dicha atención para, antes bién, derivar dichas solicitudes al servicio “112” que provee la empresa;

3) Que la realización de este acto implica para el usuario del servicio, como se podrá constatar con la prueba documental allegada y los informes que se le requerirán al ente de control, numerosos perjuicios, pero el más fundamental de todos, y de esto se trata este pedimento, es el incumplimiento de la empresa con el requisito de constancia de reclamo presentado y nota recepcionada con duplicado, que dispone el art.27 del Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico;

4) En este sentido, también causa gravamen suficiente la omisión de respuesta a los sucesivas notas de reclamo presentadas ante la Comisión Nacional de Comunicaciones – Delegación Provincia de San Luis, y la vigencia de la Resolución 1763/99 de la ex CNT, en cuanto a que, evidentemente, ha creado los presupuestos para avalar el actual estado de funcionamiento de atención al usuario, al establecer en el art.1 de la Resolución citada “...aceptar la propuesta de mecanismos alternativos o supletorios para la correcta atención del los clientes del Servicio Básico Telefónico presentada por Telecom Argentina Stet-France Telecom S.A....”;

5) Que en la Provincia de San Luis se verifica a la fecha una situación cuasi anárquica al respecto: no solo ya se trata de ausencia de constancia documentada de reclamo, sino de permanentes intimaciones por parte de la prestataria, cortes de servicio, etc, habiéndose realizado reclamo (por supuesto insuficiente), por el único medio que habilita la empresa, la línea “112”; asimismo, en la actualidad se verifica la inatención al público cuando no fuere exclusivamente para cobranzas, o cuestiones técnicas, quedando fuera de la órbita de atención todo lo relacionado con reclamos

IV.

ANÁLISIS DE LA CONDUCTA AJURIDICA.

· El aspecto principal de la cuestión que ventila esta instancia , como dijeramos previamente, es el referido al Reglamento General de Clientes, preceptuado en la Resolución Nro.10.059/99 de la Secretaría de Comunicaciones. En ella es establece que: “Cualquiera sea la opción que se aplique, los prestadores otorgarán al cliente constancia del reclamo presentado, en el que constará la fecha respectiva, y el pertinente recibo de pago a cuenta. Si el cliente reclamara por nota con duplicado, bastará que en ésta se inserte un sello de recepción...”

· Ahora bién, los abundantes antecedentes que obran en la Autoridad Regulatoria, son elocuentes acerca de la procedencia de esta vía: en la Resolución CNT 858/94, en sus considerandos, este Ente dice, entre otras cosas: “Que a las referidas actuaciones se han adjuntado numerosas notas remitidas por distintos organismos públicos del interior del país, en las que solicitan la intervención de esta Comisión Nacional en relación al cierre de oficinas comerciales en gran cantidad de localidades del interior del país”;

“Que Telefónica de Argentina S.A. y Telecom Argentina S.A. han iniciado un proceso de cierre de oficinas comerciales , o de atención al cliente, lo que trae como consecuencia que los clientes con problemas de servicios se vean obligados a concurrir a otras oficinas, en algunos casos muy alejadas de sus domicilios, y en otros casos directamente a esta Autoridad Regulatoria;

“Que de acuerdo a lo dispuesto por el Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico (ver actual artículo quinto), El cliente tiene derecho a ser tratado por los prestadores con cortesía, corrección y diligencia, y a obtener respuesta adecuada y oportuna a su requerimiento”;

“Que de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 8 del Decreto Nro.1185/90, en concordancia con el punto 10.1.2. del Pliego de Bases y Condiciones aprobado como Anexo I al Decreto Nro.62/90, modificado por su similar Nro.677/90, es objetivo de esta Comisión Nacional asegurar la continuidad, regularidad, igualdad y generalidad de los servicios”;

“Que de lo expuesto en el considerando precedente, se infiere que es obligación de las empresas prestar el SBT en tales condiciones, y de tal principio deriva el derecho de los clientes que vean interrumpido, presuntamente mal facturado o prestado su servicio telefónico a poder concurrir a la empresa prestataria para solicitar la solución a tales problemas”;

“Que para reemplazar el tradicional servicio de atención al cliente mediante oficinas comerciales, las empresas han previsto los sistemas de telegestión (112) y de reclamos telefónicos (114);

“Que con el cierre de las oficinas comerciales se ven especialmente afectados aquellos clientes que deben efectuar reclamos por excesos de facturación, los que no han sido previstos en los servicios automatizados”;

“Que además de los servicios automatizados, que permitan el reemplazo de la atención personalizada en oficinas comerciales, deben preeverse servicios de facturación especiales que contemplen las modalidades de pago establecidas por el Título III del RGSBT;

* Que pese a lo expuesto, la C.N.T. ha modificado su postura, sin causa que lo justifique, mediante la Resolución Nro.1763/94, que se adjunta como copia instrumental, donde puede leerse: “Que Telecomo Argentina S.A. ha remitido una nota informando las medidas tomadas al respecto, basándose fundamentalmente en el “Servicio de Atención Comercial Telefónica 112”...;y que “con el sistema implementado por Telecom se habría dado cumplimiento a los sistemas alternativos de atención al cliente en cuanto permite a los clientes realizar todos los trámites a través del servicio 112 y sus complementarios”;

* Que en consecuencia, y atento el cuadro de situación descripto, los usuarios del servicio telefónico nos hallamos en un permanente y peligroso panorama que, de no ser reparado inmediatamente mediante este recurso, y habiendo agotado toda posibilidad de reclamo administrativo, tornaría para el futura ilusoria toda pretensión que se pueda subsanar.

.

V.-

GARANTIAS CONSTITUCIONALES AFECTADAS

 
El artículo  42 de la Constitución Nacional textualmente reza: “ Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho,  en  la  relación  de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos;  a una información adecuada y  veraz;  a  la  libertad  de  elección  y a condiciones  de  trato equitativo y digno. Las autoridades proveerán a la protección  de  esos  derechos, a la educación  para  el  consumo, a la defensa de la competencia contra toda  forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales  y  legales,  al  de la calidad y eficiencia de los  servicios  públicos,  y a la constitución de asociaciones  de consumidores y de usuarios. La  legislación  establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia  nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores  y usuarios y de  las  provincias  interesadas,  en  los  organismos de control.”

 
De la simple lectura del artículo transcripto, surge el espíritu tutelar del Constituyente de 1994 en el sentido de dotar al consumidor de una protección especial que sostenga de manera efectiva la vigencia de sus derechos. Entre tales derechos se incluye, sin lugar a dudas, la protección de sus intereses económicos y contra toda forma de discriminación; asimismo, subsiste la vigencia de la pirámide jurídica que determina la superioridad de un rango de normativa por sobre otra.-

· De la conducta descripta, deviene la violación del derecho constitucional que defiende los derechos económicos del usuario, y el derecho de peticionar a las autoridades se ve claramente menguado al no restablecer la autoridad regulatoria los mecanismos pertinentes para recomponer este estado de cosas. 

· Por último, la resolución atacada violenta asimismo la protección constitucional de los usuarios contra la discriminación (trato equitativo y digno), en atención a que los consumidores del servicio telefónico de esta provincia son sometidos y limitados en la defensa de sus derechos, ya sea por falta de atención o atención deficiente, a diferencia de lo que ocurre en otros lugares de nuestro país, situación que los coloca como objeto de un clara discriminación, entendiendo como tal el tratamiento desigual ante la misma ley.

 
 
“El artículo 43 de la Constitución reformada no sólo confirió al amparo el carácter de derecho constitucional expreso, razón por la cual prevalece respecto de cualquier limitación o restricción contenida no sólo en leyes nacionales o provinciales, sino que también, por un lado, extendió su ámbito de admisibilidad a actos y omisiones provenientes de particulares y, por otro lado, amplió el tipo de derechos susceptibles de tutela a través de ese remedio, que no se circunscriben ahora a los reconocidos por la Constitución, sino que también comprenden a los que se encuentran reconocidos por un tratado o una ley.” (Corte Suprema de Justicia, Pcoia. De Santa Fe, Bacchetta, Marcelo c/Municipalidad de Reconquista s/amparo)

VI.-

PROCEDENCIA DE ESTE REMEDIO.

 
El artículo 43 de la Constitución Nacional expresa: “Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que  no  exista  otro  medio  judicial más idóneo,  contra  todo  acto u omisión de autoridades públicas  o  de particulares, que en forma  actual  o  inminente lesione, restrinja, altere  o amenace,  con  arbitrariedad  o  ilegalidad   manifiesta, derechos  y garantías reconocidos por esta Constitución, un  tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad  de  la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo  a  los  derechos  que  protegen  al ambiente,  a  la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de  incidencia  colectiva  en  general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a  esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos  y formas de su organización.”

 

VI.- 1) Arbitrariedad manifiesta: 

 
La exigencia de arbitrariedad manifiesta implica que ella surja de manera inmediata, evidente y sin necesidad de investigación, pues la nota fundamental del Instituto del Amparo no está dada por la inexistencia de discusión, sino por la "indiscutibilidad" de la pretensión.

 
Así, se ha dicho que: “Una de las caracterizaciones definitorias del instituto del amparo, en orden a la procedencia de la pretensión, es la manifiesta arbitrariedad o ilegitimidad del acto u omisión de que se trate. La calificación de manifiesta implica que los vicios “deben aparecer visibles al examen jurídico más superficial”, es decir, cuando el ataque es tan patente que se manifiesta, podría decirse en forma física, visible, ostensible y notoria.”  (Corte Suprema de Justicia, Pcia. de Santa Fe, Expte. 227/95: Bacchetta, Marcelo c/Municipalidad de Reconquista s/recurso de amparo).-

 
Y que: “La razón de ser de la institución del amparo no es la de someter a la supervisión judicial el desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el contralor del acierto o error con que ellos cumplen las funciones que la ley les encomienda, sino la de proveer de un remedio contra la arbitrariedad de sus actos, que puedan lesionar los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional.” (Corte Suprema de Justicia de la Nación C7XXXII 1998 05 07 Publicación: T. 321, P.).-

 
En el caso que se ventila, la arbitrariedad resulta prístina en primer término, con la negativa como toda consigna por parte de la empresa particular a dar cumplimiento a lo dispuesto en el art.27 del RGSBT y, en segundo lugar, con el silencio de la administración ante las notas cursadas por diferentes entidades y particulares, todo lo cual se acredita con la documentación adjunta.-

 

VI.-2) Agotamiento de la Vía Administrativa:

 

Sobre este capítulo, se ha escrito bastante como para tener un criterio uniforme a la fecha. En primer lugar, varias y variadas han sido las acciones ejercidas por los aquí suscriptos como para obtener una respuesta tanto de la administración como de la licenciataria del servicio; vease, al respecto, nota emitida con fecha 13 de Junio del corriente, sin respuesta, cantidad de firmas en petitorio, jamás respondidas y notas de prensa de medios gráficos locales que aluden al respecto, como así también reclamos efectuados ante la C.N.C. local que no han sido adecuadamente atendidos.  
.-

 
De todas maneras, se ha dicho que: “La existencia de vías administrativas no constituye actualmente una causal de inadmisibilidad de la acción de amparo frente al texto del artículo 43 de la Constitución Nacional.” (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, Sala III; Nieve Honda S.A. c/SENASA s/amparo ley 16.986)


Y es más, la procedencia de este recurso y su viabilidad se ha visto allanada por recientes y copiosos fallos que lo exoneran de requisitos que en definitiva lo desnaturalizan como herramienta sumaria: “Corresponde hacer lugar a la acción de amparo interpuesta y disponer con carácter de medida autosatisfactiva.....toda vez que el ejercicio de los derechos constitucionalmente reconocidos no necesitan justificación alguna y su restricción debe ser fundada” 

Y que “La acción de amparo como procedimiento o vía de tutela esencial juega como alternativa principal y no subsidiaria, de manera directamente operativa para asegurar la vigencia cierta de los derechos constitucionales...”


En ambos casos, Juzgado Criminal y Correccional de Transición Nro.1, Mar del Plata, 23-5-2001, “A.B. c/IOMA s/ Amparo”.


De lo expuesto entonces, surge que tal como resolviera la Cámara de Apelaciones en lo Civil del Departamento Judicial de Quilmes en un reciente fallo: “...no se requiere el agotamiento de instancia administrativa alguna para perseguir la tutela de cualquier derecho esencial presuntamente infringido mediante la prestación de un servicio público; habida cuenta que la naturaleza sumarísima de la acción instaurada, se presenta como el remedio procesal idóneo para lograr el restablecimiento inmediato de los derechos conculcados por el obrar de los prestadores de servicios públicos (arts.53 ley 24.240, cfr. Farina: “Defensa del Consumidor y Usuario”, pag.229 y sgtes., Ed Astrea 1995, reg.21/2001, sentencia 2-3-01).
  
           VII.-



MEDIDA DE NO INNOVAR.



Atento a la naturaleza de la acción solicitada, toda vez que la presente acción requiere materia de debate, toda vez que V.S. posee las facultades autorizadas por el artículo 17 de la ley 16.986, donde se prevee que los jueces están habilitados, en ejercicio del poder de tutela general de índole cautelar, para disponer cualquier otra medida que resulte compatible con las peculiaridades esenciales del amparo y toda vez que los suscriptos consideran que concurren en autos los requisitos propios de este remedio, esto es, verosimilitud del derecho y perjuicio actual, fundado en los hechos expuestos “ut supra”, vengo a solicitar de V.S. ordene urgente medida de no innovar, consistente en el restablecimiento concreto, preciso y eficaz de atención al usuario del servicio básico telefónico, brindando los mecanismos ágiles y sencillos necesarios para la promoción de reclamos en oficinas comerciales destacadas a tal efecto, mediante constancia documentada y área de atención al público. Ello,  hasta tanto exista sentencia firme en estos obrados, y en consecuencia, se abstenga en lo sucesivo la empresa Telefónica de Argentina S.A., prestataria del servicio en la Provincia de San Luis, de evadir el cumplimiento de lo preceptuado en el art.27 y ccs. del RGSBT.



Así, la justicia ordinaria de la Provincia de Neuquén, en un reciente fallo ha dicho que: 

“A los fines de evitar que se convierta en ilusoria la sentencia que ponga fin al pleito, cabe exigir como presupuestos insoslayables la configuración de la verosimilitud del derecho invocado, el peligro en la demora (perjuicio actual o inminente) y de consecuencias irreparables o de dificil reparación. Todos los cuales encuentro prima facie acreditados en autos, toda vez que existe una fuerte apariencia de que se estarían afectando derechos económicos de los pasajeros de vuelos de cabotaje e internacionales que utilizan los aeropuertos provinciales mencionados”.



Y que: “En un proceso de amparo, hay ocasiones en que por la naturaleza de juicio y la entidad de los derechos que se denuncian violados (arts.14,17 y 18 de la Constitución Nacional), resulta conveniente apreciar la medida de no innovar con criterio amplio para permitir la adecuada tutela de las pretensiones articuladas y evitar la eventual iniquidad del futuro pronunciamiento que de término al litigio”.



Fallo: Expediente “DE.U.CO. DEFENSA DE USUARIOS Y CONSUMIDORES ASOCIACION CIVIL C/ PROVINCIA DE NEUQUEN Y AEROPUERTOS DEL NEUQUEN S.A.  S/ ACCION DE AMPARO”, del 02 de Noviembre de 2001.



VIII.



PRUEBA.



Se acompaña como prueba instrumental: 

1) Nota de A.DE.U.CO. del 13-6-01;

2) Petitorio;

3) Recortes periodísticos;

4) Copia de personería y legitimación activa de A.DE.U.CO.y Poder General Judicial;

5) Copia certificada de Personería y legitimación activa de DE.U.CO. 

6) Copia simple de Resolución Nro.858 CNT/94 y Nro.1763 CNT/99 y Reglamento General de Servicio Básico Telefónico;

Prueba Informativa:
Para el caso de desconocimiento, se libre oficio a la Comisión Nacional de Comunicaciones a los fines de que envíe copia certificada de las Resoluciones referidas señaladas ut-supra;



Prueba Testimonial:

Para el caso de así considerarlo necesario V.S., se cite a tomar declaración testimonial al número de personas que prudencialmente estime pertinente V.S. enumerados en el petitorio acompañado como prueba documental.

IX. PETITORIO.

Por todo lo expuesto, de V.S. solicito:

1) Se nos  tenga por presentado, parte y constituido el domicilio legal indicado, a tenor de la documentación adjunta y por acreditada la personería indicada;

2) Por presentada la acción en los términos y alcances de la normativa indicada;

3) Se haga lugar a la medida de no innovar solicitada;

4) Se haga lugar a la presente acción, con costas.

Proveer de conformidad;

SERA JUSTICIA.

JORGE OLGUIN                             NESTOR LITTER

 ADEUCO                                             DEUCO

